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1- El tema que abordaremos está referido a uno de los pilares esenciales de la Seguridad Social, cual es la protección de la salud. 

Mucho se ha dicho sobre la salud, e incluso se le han dado diversas conceptualizaciones, pero lo cierto es que estamos frente a un bien inherente a la persona humana, que le da “poder” para desarrollarse como persona, cumplir un rol social, y participar, en forma conciente y plena, del bienestar general del que tiene vocación para ello. 

Sin la salud el hombre se encuentra disminuido, impedido y en muchos casos imposibilitado de ejercer los derechos inherentes a su personalidad.

Inmediatamente después de la vida entiendo que a la salud se le debe dar un rol preponderante y privilegiado como derecho humano, porque el equilibrio psicofísico que significa el goce pleno de la salud lo habilita para que pueda ejercer los demás derechos humanos como ser el derecho a trabajar, el derecho a formar una familia, a desarrollarse en los planos intelectuales, sociales y políticos, en una palabra a vivir dentro del marco del orden que significa el desarrollo humano.

2- La Seguridad Social, concebida como un sistema integrado por elementos técnicos de diferente naturaleza basados en los pilares de la ética social, tiene por objeto crear las garantías necesarias para mantener el mismo grado de dignidad de la persona frente a contingencias que la puedan afectar desde el seno materno hasta la muerte y al grupo familiar a su cargo. 

Tiene, entre otras, como finalidad, en orden precisamente a resguardar la dignidad de la persona, crear los andariveles necesarios para restablecer el goce del ejercicio pleno del derecho a la salud, afectada por algún factor creador de la contingencia, ya sea en el origen a las relaciones laborales cuanto en razones que provocan la enfermedad. 

3- La estructura protectoria de la salud, en nuestro derecho y en el derecho comparado, está inserta en el sistema de la Seguridad Social, de tal modo que actúa como contenedora de los medios que forman el cosmos apto para proteger la salud y restablecer desde el punto de vista de la persona afectada al status quo antes de haber contraído la enfermedad o padecido el accidente. La salud en la seguridad social, como bien, y la carencia de la salud son dos elementos que le interesan unitariamente a la Seguridad Social.  Y es esta actividad social la encargada de dar soluciones. La salud no solo es un bien individual sino un bien social, por ende los responsables de su guarda son el individuo y la sociedad.

La salud, como bien esencial del hombre, pues le interesa tanto al propio afectado cuanto a la comunidad que este integra como elemento esencial.

4- En esta concepción integradora del bien salud, entran a tallar las acciones ideadas por la sociedad para protegerlas.

Un elemento que siempre ha preocupado al individuo, las sociedades intermedias, la sociedad y al Estado es la pérdida de la salud ocasionada por el hecho o en ocasión del  trabajo subordinado. Así se crearon regimenes basados en sistemas de seguro, que daban algún tipo de solución a este problema. Este sistema, cuyo antecedente histórico remoto son los seguros por accidentes creados por Bismark, en Alemania, en la última década del siglo XIX, estuvo inspirado en la cultura socioeconómica, política y cultural de ese momento. Al accidente de trabajo se lo concibió como un hecho que producía un daño que debía ser reparado con sistemas indemnizatorios dinerarios. Este pensamiento, fue el que inspiró al legislador argentino, al principio del siglo XX, a tratar el problema de los accidentes de trabajo, que se plasmó en el año 1915 con la sanción de la ley 9688. El fundamento de la reparación de esos daños, fue explicado por la doctrina jurídica, acuñada en la cultura individualista románica de nuestro derecho.

Pero la evolución del pensamiento jurídico, generó la vitalidad del derecho social de tal modo que hoy día estamos en perfectas condiciones de decir que el bífido romano de derecho público y privado es completado por la aceptación uniforme del derecho social. 

Y aquí vemos como también en virtud de esta evolución conceptual, el accidente de trabajo que originariamente había sido concebido como producto de un riesgo particular o empresarial –con la consiguiente responsabilidad empresarial –; basado en la teoría del riesgo social se crean sistemas protectorios, basados en la solidaridad social.

Esta cultura que se está abriendo paso con fuerza, es receptada por la ley 24.557 que en su propio nombre signa el rumbo que tiene la protección frente al accidente del trabajo. Recuérdese que originariamente, cuando se hablaba de accidente de trabajo, simultáneamente se pensaba en el contrato individual del trabajo. El lenguaje de la “ley sobre riesgos del trabajo” trasciende al trabajo en relación de dependencia propia del contrato de trabajo y concibe que cualquier trabajo pueda tener riesgos y por consiguiente crea incapacidades para su ejercicio. Eso también esta verbalizado en la propia ley cuando prevé la cobertura a la persona que sufre un accidente trabajando en cualquier tipo de trabajo. Basta memorizar lo que la ley denomina “ámbito subjetivo” en el artículo 4.

De esta manera felizmente, y teniendo en cuenta la fuerza expansiva del derecho del trabajo, al universalizar la protección de las personas afectadas en su salud por un accidente en el trabajo, cualquiera sea la naturaleza de este, el trabajador es amparado por el régimen protectorio universal instaurado por la Seguridad Social. Esta evolución conceptual, también fue la que motivó al legislador a darle otra ideación conceptual al accidente del trabajo, de tal modo que el daño que otrora fuera ponderado exclusivamente como factor de reparación económica, hoy día, tiene una proyección humanística que motivó a crear sistemas de reparación verdaderamente integral, que no es solamente ponderado como la pérdida de ganancia sino como la necesidad de poner énfasis en la persona dañada quien tiene derechos a gozar de prestaciones de servicios sociales encaminados a su rehabilitación personal, laboral y social.

Por otra parte, es de señalar que la inserción de la protección de las personas, que han sufrido un accidente mientras realizaban algún trabajo, en el ámbito de la Seguridad Social, es ampliamente aceptada por la doctrina comparada cuando, al referirse a las contingencias que afectan a la salud, están específicamente mencionadas los accidentes en el trabajo y las enfermedades profesionales.

5- La salud, y la pérdida de la misma, también han sido tratadas por el Sistema Previsional Argentino, el que crea un sistema protectorio de las personas que por cualquier motivo se encuentre inválido para el ejercicio de su actividad y por consiguiente impedido de trabajar y de su capacidad de ganancia.

La forma como se protege al inválido, la encontramos en la abundante legislación previsional,  en el SIJP, en la ley del minusválido nº 20.475, etc. 

En este ítem también podemos citar cómo la salud ha sido protegida por el sistema previsional al crear regímenes diferenciados motivados en el hecho que la calidad de trabajo pueda ser considerada como una causal de vejez prematura o de adquisición de alguna enfermedad profesional.  A modo de ejemplo podemos citar los decretos 4257/68 (Tareas penosas, riesgosas, insalubres o determinantes de vejez o agotamiento prematuro); 1851/73 (Señaleros ferroviarios); 2137/74 (Personal afectado a diversas tareas de la actividad ferroviaria); 182/74 (Personal afectado a tareas de forja y fragua); 1805/73 (Personal de seguridad industrial en plantas de combustibles); 2136/74 (Personal afectado a tareas petrolíferas y gasificas); 3092/71 (Tripulantes de pesqueros sin relación de dependencia); 6730/68 (Personal embarcado con relación de dependencia); 5912/72 (Estibadores, capataces y guincheros portuarios); 2135/74 (Personal de amarradotes afectado a tareas en barcazas de carga y descarga de empuje); 538/75 (Docentes de escuelas de frontera y establecimientos diferenciales) y las leyes 20.888 (Personal afectado de ceguera congénita); 20.740 (Conductores de vehículos automotores de transporte de cargas); etc.

6- La pérdida de salud en el subsistema de la Ley de Riesgos del Trabajo, produce “incapacidades”. En el Sistema Previsional, “invalidez”.

Ambos conceptos tienen de común su finalidad: generan derechos protectorios del sistema de la Seguridad Social.

7- ¿Cuáles son las coincidencias de ambos subsistemas, amén de la apuntada en el párrafo anterior? 

La enumeración de las coincidencias y por consiguiente la coordinación de ambos subsistemas las podemos calificar desde diversos puntos de vistas:

a- desde la óptica de la teleología

b- desde la óptica de la principiología

c- desde la óptica de las prestaciones 

d- desde la óptica de los órganos gestores 

e- desde la óptica de la responsabilidad del Estado y por consiguiente de la organización administrativa.

a-desde la óptica de la teleología: la primera coincidencia que encontramos es la finalidad protectoria de la persona frente a la contingencia “pérdida de salud”.


El SIJP tiene por finalidad crear un sistema mediante el cual se sustituye la capacidad de ganancia de la persona, cuando se invalida en grado tal que lo transporte del sistema activo y productivo del trabajo al sistema pasivo.


En el subsistema de los Riesgos de Trabajo la finalidad protectoria de la persona, es aquella que trabaja. Y en esto el trabajo concebido como bien social no solamente el prestado en relación de dependencia sino en general como manifestación de la capacidad productiva del hombre. Por eso la ley 24557 prevé los sistemas protectorios de los trabajadores de dependencia y supedita a la reglamentación también la inclusión de los trabajadores autónomos.



Es decir, que la coincidencia que encontramos en ambos subsistemas en cuanto a su finalidad es la cobertura de la pérdida de salud, ya sea en forma genérica como el SIJP, ya sea en forma especifica (accidentes de trabajo y enfermedades profesionales) en la Ley de Riesgos de Trabajo.

b- desde la óptica de la principiología:  


En el mundo jurídico los principios son valores culturales perennes que emanan de la naturaleza humana. Constituyen el tejido de convivencia social, y el hecho sociológico concreto creador de un orden jurídico. Son inmanentes en todas las épocas y asumen la fuerza orientadora y creadoras de culturas condicionantes de actuaciones determinadas. 


En los dos subsistemas que nos ocupan, encontramos coincidencias dikelógicas y así podemos citar; ambos rescatan el principio básico de la Seguridad Social que es la dignidad de la persona a la cual se la pretende auxiliar, por motivos genéricos o específicos tienen por finalidad resguardar a la persona cuando se encuentra afectado un derecho humano esencial cual es la salud.


Ambos también están basados en la solidaridad: empresaria trabajadora en cuanto le impone a los empleadores la obligación contributiva ya sea para el régimen de reparto cuanto para contratar seguros con la ART o responder personalmente por los accidentes de trabajo.


La solidaridad es social en cuanto que la ley de riesgos de trabajo, al prever la creación del fondo de garantía para abonar las prestaciones en caso de insuficiencia patrimonial del empleador, se hace cargo que las prestaciones que la propia ley crea.


En igual sentido todo el sistema solidario del régimen de reparto. Y con respecto al régimen de capitalización individual, al crearse un sistema de garantías del Estado, se le asegura a los afiliados, la posibilidad de la percepción de la prestación dineraria a la cual tienen derecho.


Estas mismas consideraciones permiten ver plasmado en ambos subsistemas el principio básico de subsidiariedad, en cuanto que los órganos gestores del régimen de capitalización y del sistema de régimen de riesgos del trabajo, son entidades privadas, con responsabilidad social, controladas por el estado a través de las superintendencias respectivas.


En cuanto a los principios estructurales, en el sistema jubilatorio se ve claramente plasmado el principio de universalidad, y en el subsistema de la Ley de Riesgos este principio también lo vemos plasmado en el art. 2, donde se establece que el ámbito subjetivo de aplicación no se circunscribe exclusivamente a los trabajadores que prestan servicios en relación de dependencia en la actividad privada o pública, sino que crea la posibilidad de su aplicación también a los trabajadores autónomos.


También encontramos coincidencias de ambos subsistemas en lo que respecta al principio de autogestión y participación, de autonomía financiera y económica, dado que ambos subsistemas cuentan con órganos de gestión inmediata en las ART y AFJP, entes jurídicos de derecho privado, y en cuanto que en la LRT se crea el órgano tripartito de participación denominado “Comité Consultivo Permanente” y en el SIJP se crea el “Consejo Nacional de Previsión Social” en su art. 169 y siguientes. Ambos subsistemas también, en lo que respecta a su financiación prevén autonomía financiera ya que se crea todo un sistema de aportes y contribuciones para cumplir el fin determinado para el cual fueron instituidos.


En lo relativo a los principios operativos, encontramos ampliamente plasmado el principio de unidad dado que son las mismas Comisiones Médicas las llamadas a dictaminar sobre el estado de salud de los postulantes tanto en el sistema del SIJP como en el sistema de la LRT y es el mismo órgano jurisdiccional quien dirime en definitiva las controversias.


Los principios constitucionales de irrenunciabilidad, integralidad, movilidad, carácter tuitivo de las normas, autonomía financiera y económica, unidad, también son receptados por ambos subsistemas.


Los principios de hermenéutica de la Seguridad Social de justicia social, equidad, cosmovisión legislativa, in dubio pro persona, son también los que rigen las conductas de los intérpretes al momento de aplicar ambos subsistemas en concreto.

c- desde la óptica de las prestaciones: en este aspecto también encontramos coincidencias en ambos subsistemas. En primer lugar debemos señalar la unidad semántica del concepto “prestaciones” que se utilizan en ambos subsistemas.


Los caracteres de las prestaciones dinerarias gozan de las franquicias y privilegios de los créditos alimentarios, y también, son irrenunciables y no pueden ser cedidos o enajenados. 

Si bien en el SIJP la contingencia tiene la denominación de “invalidez” y en la LRT de “incapacidad”, ambos conceptos tienen el mismo significado concreto, ya que son los causantes del otorgamiento de una prestación de Seguridad Social, basados en el hecho de la pérdida de la salud.

Con respecto a la movilidad de las prestaciones también encontramos un concepto común en el momento en que fueron instituidas, ya que la movilidad estará en función del MOPRE.


El MOPRE adoptado por la ley 24241. A partir de la sanción de la Ley de Solidaridad (24463) el criterio de movilidad fue sustituido, por su art. 7, el cual instituyó que la misma debía ser determinada anualmente por el parlamento en la ley de presupuesto. En nuestro entender ello implícitamente significa también crear sistemas de movilidad de las prestaciones dinerarias del subsistema de riesgos de trabajo. Y también a nuestro entender cabria la aplicación de la doctrina sentada por la Sala I de la CFSS in re “González Elisa Lucinda c/ANSES s/reajustes varios”, sent. Def. n° 114.310 del 16/6/2005.


Sentado ello, y caracterizadas las prestaciones del SIJP y de la LRT de similar forma, entramos a considerar otro tipo de coincidencias cuando nos referimos a las prestaciones. 


En el SIJP se otorga una prestación dineraria sustitutiva de la remuneración o de la aptitud de ganancia que pueda tener el activo. Denominada jubilación por invalidez. 

Las  prestaciones que se otorgan a los amparados en la Ley de Riesgos de Trabajo son de carácter dinerario o en especie, y las primeras a su vez pueden tener una prestación única a modo de indemnización, como se indica en el art. 11, o de pago mensual como también se define en forma sintética en el art. 11 citado.


El parámetro para determinar las prestaciones dinerarias, tanto en el subsistema de la Ley de Riesgos de Trabajo como en el SIJP es el mismo, ya que el pivote sobre el cual gira la misma es el “ingreso base” (art. 12 de la ley 24557 y art  97 de la ley 24241)


El art. 15 inc. 2 de la LRT establece que en los casos en que la incapacidad permanente es total y se haya declarado definitivo, el accidentado percibirá una prestación por retiro definitivo por invalidez establecido en el régimen previsional al que estuviere afiliado. 


Otra clara remisión que hace la LRT al SIJP es en el caso de incapacidad permanente total no definitiva. La ART se hace cargo del capital de recomposición correspondiente, definido por el art. 94 del SIJP -el monto representativo de los aportes con destino al régimen de capitalización, que el afiliado hubiera acumulado en su cuenta durante el periodo de percepción de la prestación en forma transitoria- y abonara una suma equivalente al régimen previsional al que estuviere afiliado el damnificado. (art. 15 inc. 3)


En este tema encontramos una coincidencia en ambos subsistemas cuando estamos frente a una situación de incapacidad permanente sea parcial o total: estos dos conceptos en la LRT están contemplados en los arts. 13, 14 y 15. 


En el SIJP el concepto de temporalidad la encontramos también cuando los arts. 49 y 50 se refieren a este tema en cuanto que los efectos de los dictámenes de las comisiones médicas que determinan el porcentaje de invalidez, que le abre la posibilidad de obtener la jubilación respectiva, tienen vigencia por el período de tres años, pudiendo prorrogarse excepcionalmente por dos años más. Vencidos estos plazos se producirá un nuevo dictamen que tendrá como conclusión o la determinación “definitiva” de la invalidez o se abre la posibilidad de la vuelta al trabajo.

En la LRT, encontramos que el concepto de temporalidad debe estar referido tanto a la incapacidad permanente parcial como a la total.

El art. 9, se refiere a este tema y circunscribe el carácter provisorio de la incapacidad laboral permanente a un periodo de 36 meses que puede ser prorrogado 24 meses más.

El carácter provisorio de las incapacidades se debe tener en cuenta a los efectos de determinar las prestaciones dinerarias de pago mensual a que pueda tener derecho el trabajador siniestrado: 

*Si se trata de una incapacidad permanente parcial, la cuantía del haber “será igual al valor mensual del ingreso base multiplicado por el porcentaje de incapacidad” y también percibirá las asignaciones familiares correspondientes (art. 14 inc. 1)

*Si la incapacidad es permanente total, en el período de provisionalidad le dará derecho al damnificado “a percibir una prestación de pago mensual equivalente al 70% del valor mensual del ingreso base”. También cobrará las asignaciones familiares.

Como vemos en el caso de incapacidad permanente total, el trabajador accidentado en lugar de percibir una prestación del SIJP, la percibe de la ART en los límites antes indicados. (art. 15 inc. 1)

Recién declarada la incapacidad definitiva laboral permanente, el trabajador ingresa al SIJP en cuyo caso también percibirá una prestación complementaria de pago mensual que, conforme lo determina el art. 5 del decreto reglamentario 334/96 sustituido por el decreto 491/97, su pago dependerá a qué régimen previsional se haya adherido y bajo qué modalidad de prestación (retiro programado o renta vitalicia) en el caso que haya optado por el régimen de capitalización. De todos modos la determinación del cuantum de esta prestación complementaria será determinado o por la Superintendencia de Seguros de la Nación – hipótesis de renta vitalicia- o por la Superintendencia de Administradoras de Jubilaciones y Pensiones. En el caso de los afiliados al sistema previsional de reparto, la ART o el empleador autoasegurado integraran el capital a una compañía de Seguros a elección del beneficiario a los fines de la contratación de una renta vitalicia.

En caso de Gran Invalidez, además de las prestaciones correspondientes a los distintos supuestos de incapacidad permanente total, la ART abonará al damnificado una prestación de pago mensual, en forma adicional, equivalente a tres veces el valor del MOPRE. 


Finalmente, la contingencia muerte del accidentado crea in cápite de los derechohabientes del mismo, la posibilidad a que accedan a la pensión por fallecimiento prevista en el régimen previsional al que estuviera afiliado. También es de resaltar que la LRT adopta el criterio del art. 53 de la ley 24241 para definir el carecer de “derechohabiente” y para concurrir en el orden de prelación y condiciones que establece la propia ley 24241. Sin embargo la LRT avanza sobre este concepto, e incluye a los padres del trabajador en ausencia de las personas enumeradas anteriormente. Es de notar, que esta inclusión supletoria no esta supeditado al carácter de “estar a cargo” razón por la cual no hace falta acreditar este extremo. Es oportuno resaltar también que los padres para percibir los beneficios establecidos en la norma en análisis lo hacen iure propio no iure sucesionis.

d) desde la óptica de los órganos gestores.


Este tema también es demostrativo de coincidencias en ambos subsistemas.


No obstante ello, habida cuenta que el SIJP contempla la posibilidad del régimen de reparto que es en esencia un régimen previsional público y donde el Estado asume un rol protagónico y gerenciador, tiene por autoridad de organización, fiscalización y control la ANSES, que conforme el decreto 2741/91, que lo instituyera, se trata de un organismo descentralizado en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, teniendo a cargo la administración del Sistema Único de la Seguridad Social, creado por el decreto 2284/91, que sucederá a los entes jurídicamente vigentes al dictado de este decreto.


En el régimen de capitalización el ente gestor creado por la ley 24241 es la Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP), que se trata de una sociedad anónima, que debe tener como objeto administrar un fondo que se denomina fondo de jubilaciones y pensiones y otorgar las prestaciones y beneficios.


Este órgano de naturaleza jurídica privada a su vez esta sujeto a la supervisión y control de la Superintendencia de Administración de Fondos de Jubilaciones y Pensiones que es una entidad autárquica “con autonomía funcional y financiera en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación”


A su turno la ley 24557, crea como órgano gestor de las prestaciones las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo (ART), entidades de derecho privado, que deben contar con la autorización de la Superintendencia de Riesgos de Trabajo y por la Superintendencia de Seguros de la Nación, a efectos de funcionar como los entes gestores y responsables de otorgar las prestaciones que crea la LRT.


Por sobre las ART, existe la Superintendencia de Riesgos de Trabajo, entidad autárquica en jurisdicción del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.


Si bien ambos subsistemas cuentan con organismos gestores propios, la metodología creada es en esencia la misma, dado que, tanto en el régimen de capitalización como en el sistema de la LRT, los órganos de gestión y organización son de naturaleza privada. También coinciden ambos en cuanto que están supervisados por entes dependientes del poder público, siendo como autoridad de aplicación máxima en ambos el mismo Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.


Conclusión Final.


El Derecho Social pone énfasis en la persona de tal modo que intenta aventar toda clase de afecciones que puede padecer. No crea sistemas de lucro por la pérdida de la salud; porque la salud es un bien humano y no una “cosa” que solo tiene valor económico.


Pretender lucrar con el daño físico o psíquico ha sido – o debe ser- superado por la idea de prever el daño generando las condiciones generales de prevención, o, si ocurren  hacer que el hombre enfermo, y por ende disminuido, recupere en el máximo grado su dignidad y su inserción en la sociedad.

